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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 18 de enero de 2024. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el cual 

se propone reformar el párrafo octavo, de la fracción XXI, del artículo 

63 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 
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ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 14 de 

diciembre de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el 

proemio del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para 

efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 1, celebrada el 4 de enero del año 2024, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 3, celebrada el 18 de 

enero de 2024, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario de 

«MORENA», de reformar el párrafo octavo, de la fracción XXI, del 

artículo 63 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Guanajuato, y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que 

a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Antecedente: 

La iniciativa en estudio plantea, con base en los objetivos y metas 

contenidas en la Agenda 2030 de la Organización de las Naciones 

Unidas y el fortalecimiento a los órganos jurisdiccionales en cuanto al 

profesionalismo de sus integrantes, complementar el servicio 

administrativo de carrera en el Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato, en cuanto a la designación de los magistrados 

y las magistradas que lo conforman. 

El artículo 63 de la Constitución local, en su fracción XXI, párrafo 

octavo, regula las atribuciones del Congreso del Estado de 

Guanajuato, entre las cuales se encuentra «aprobar por el voto de las 

dos terceras partes de sus miembros el nombramiento de los 

Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa a propuesta del 

Gobernador del Estado». 

La iniciativa busca homologar este párrafo octavo, con el párrafo 

primero de la misma fracción, sobre el origen de quien emite las 
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propuestas al Congreso del Estado, para las personas que serán 

designadas como Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa. 

Fortaleciendo así el servicio administrativo de carrera a que se refieren 

los artículos 56 y 57 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

El servicio civil de carrera como instrumento para el fortalecimiento 

de la gestión pública, aunado a la importancia de la profesionalización 

de los servidores públicos, supone un tema de gran relevancia para las 

dependencias que conforman a la administración pública, así como 

también para organismos autónomos.  

María del Carmen Pardo1 ha definido al servicio civil de carrera 

como: 

‘’Una forma de gestionar los recursos humanos de la administración 

pública para formar servidores públicos cuyo compromiso sea con el interés 

común, sin consideraciones políticas de grupo o partido, basada en el mérito, 

la imparcialidad y la igualdad de oportunidades’’. 

 

1 PARDO, María del Carmen, ‘’El Servicio Civil de Carrera para un Mejor Desempeño 

de la Gestión Pública’’, 2005, 

https://www.asf.gob.mx/uploads/63_Serie_de_Rendicion_de_Cuentas/Rc8.pdf 



 

5 

 

Asimismo, en el Diccionario de Política y Administración Pública2, el 

servicio civil se define como: 

‘’Un conjunto de acciones sistemáticas mediante las cuales los 

servidores públicos pueden ingresar, permanecer y desarrollarse 

profesionalmente dentro de la administración pública, proporcionando a su 

vez niveles altos de eficiencia y eficacia que redunden en el cumplimiento 

óptimo de los objetivos institucionales como respuesta a las demandas 

públicas que el gobierno recibe por conducto de su aparato administrativo’’. 

Dicho lo anterior, se desprende que la eficacia de los órganos 

jurisdiccionales será proporcional a la profesionalización con la que 

cuenten los servidores públicos que se desarrollan en las áreas tanto 

administrativas como jurídicas.  

En consecuencia. La implementación del Servicio Administrativo 

de carrera en los órganos jurisdiccionales permite una 

profesionalización en el servicio, formar servidores públicos 

comprometidos con el interés común e independientes de 

consideraciones políticas. Además que amplía el espectro de 

participación para que los servidores públicos puedan acceder a 

mejores puestos en igualdad de condiciones. 

 

 

2 https://inep.org/images/2017-repuestos/sndt6e4a.pdf 
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En cuanto a los órganos constitucionales autónomos, a pesar de 

su naturaleza legal y reglamentaria, representan entes de suma 

importancia para la administración del Estado. Entre otras 

características con las que deben de contar dichos órganos son: 

autonomía de tipo político-jurídica, personalidad jurídica y potestad 

normativa o reglamentaria, establecer competencias propias, 

elaborar sus políticas, planes y programas, así como contar con 

capacidad para auto-organizarse, esto es, contar con servicio civil de 

carrera. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

Dada la naturaleza del cargo de los Magistrados y Magistradas en 

el desempeño de su función como servidores que garantizan el acceso 

a la justicia, en caso de aprobarse la presente iniciativa, es importante 

que el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, al proponer a una persona para efecto de ser nombrado 

como Magistrado, considere aspectos relacionados con su 

honorabilidad, competencia en el ejercicio de la profesión jurídica, la 

vocación de servicio y lealtad institucional; y no únicamente su relación 

con el servicio civil o administrativo de carrera. 

En consecuencia de lo anterior, sería necesario reformar también 

la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, para establecer los mecanismos y requisitos necesarios a 

efecto de ser considerados en la terna propuesta por el Pleno, tal como 

lo establecen la Leyes Orgánicas del Poder Judicial del Estado y del 

Poder Judicial de la Federación. 
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Asimismo, la Ley del Servicio Profesional de Carrera de la 

Administración Pública Federal, nos puede dar una guía de los 

principios que debería tomar en cuenta el Pleno del Tribunal, para 

elegir a la terna que se propondría en caso de aprobar la iniciativa, 

tales como: la legalidad, eficiencia, objetividad, calidad, 

imparcialidad, equidad, competencia por mérito y equidad de 

género. 

 


